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Resumen:
El objeto del presente artículo consiste en estudiar las medidas de excepción que afectaron la legalidad penal en el período 
comprendido de 1948 a 1962, que para muchos constituye el punto de partida del conicto armado en Colombia. De manera 
especíca, se pretende analizar las fórmulas jurídicas que desde entonces fueron ejercidas para mitigar las causas de la violencia, 
que tarde o temprano devinieron en subversión y luego, en conuencia de diversos escenarios protagonizados por actores armados, 
representó la ejecución de medidas especiales que afectaron la legalidad penal, el sistema como tal y el orden constitucional vigente 
en dicho momento. Es decir, el sistema del Código Penal vigente en el momento (1936) y la Constitución de 1886. Lo anterior 
se desarrolla a partir del método hermenéutico analítico desde la visión de Arthur Kaufmann2 que considera los cuatro pilares del 
derecho vigente, a saber: El histórico, necesario para la descripción de las fuentes directas del período bajo examen y sus medidas; 
el elemento lógico y sistemático, que revela la validez del derecho vigente para la época; y, nalmente, el elemento teleológico, que 
resulta pertinente para vericar los elementos que sustentaban las medidas de excepción, así como también su contenido material 
vericable en la actualidad como lesivo de las garantías judiciales y que puede generar los cuestionamientos críticos del sistema 
actual y su transición desde la Constitución de 1991.
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Abstract:

is article aims to study the exceptional measures that affected criminal legality in the period from 1948 to 1962, which for many 
constitutes the starting point of the armed conict in Colombia. Specically, it is intended to analyze the legal formulas that have 
been exercised to mitigate the causes of violence, which sooner or later became subversion and then, at the conuence of various 
scenarios starring armed actors, represented the execution of special measures that affected the criminal legality, the system as such 
and the current constitutional order at that time. at is, the Penal Code system in force at the time (1936) and the Constitution of 
1886. is article used the analytical hermeneutical method from Arthur Kaufmann’s vision, in which he considers four pillars of 
current law, namely: e historical element, necessary for describing the direct sources of the period under review and its measures; 
the logical element and the systematic element that reveals the validity of the law in force for the time; and, nally, the teleological 
element, which is pertinent to verify the elements that supported the exception measures, as well as its material content that can 
be considered today as harmful to judicial guarantees and that can generate the critical questions of the current system and its 
transition since the 1991 Constitution.
Keywords: Transition, exceptional measures, criminal legality, legitimacy, judicial guarantees, rst political violence.

Introducción

Como es bien sabido, durante el período de estudio (1948-1962) se presentaron formas especiales de
excepción que demarcaron el concepto de justicia en los orígenes de la violencia contemporánea en Colombia.
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Medidas de excepción que afectaron el concepto de garantías judiciales, especialmente en lo relativo al
principio de legalidad y al debido proceso, es decir, el sistema del código penal vigente en el momento (1936)
y la Constitución de 1886. Es de destacar que, en términos de legalidad y debido proceso, la Constitución
las llamaba de los Derechos Civiles y Garantías sociales (Título III, Art.23 al 28). Así, la excepcionalidad,
primero prevista para momentos de excepcionalidad y luego de transición, se va a convertir en una costumbre
y a extenderse hasta el momento que en que la Constitución de 1991 limitó el ejercicio de tales medidas.
Sin embargo, en muchos casos, es evidente que las mismas sacricaron garantías judiciales dado el contexto
político y jurídico de la época, intrínsecamente vinculado en su elaboración promulgación y ejecución.

El objeto principal del presente artículo consiste en comprobar que, desde el período analizado
(1948-1962), siempre existieron dos procesos de legalidad paralelos, uno ajustado solamente de manera
formal a la Constitución y a las normas penales vigentes y otro de excepción que siempre afectó la ejecución
material de las medidas penales (Código penal de 1936 y Constitución de 1886). A pesar de las diversas
posiciones respecto de esta armación, lo cierto es que, a partir de ese momento, las declaratorias de Estado
de sitio buscaban ser conjuradas mediante normas de excepción represivas, al hacer uso del mecanismo
constitucional que, seguramente, se consideraban como legítimas por muchos juristas de la época.

Esta práctica ha sido frecuente y, en muchos casos, revela factores que en la actualidad son necesarios
de revisión para determinar, justamente, los elementos del conicto armado que todavía se encuentran sin
resolución. Reconocer esta debilidad del Estado es importante para asegurar una visión más realista del
derecho, que tiende a señalar, que no todas las medidas tuvieron un alcance legítimo y que, en el contexto de
la época, sí afectaron al ciudadano y al Estado de Derecho.

En tal sentido, analizaremos las medidas judiciales adoptadas a partir de los momentos que constituyen su
origen, es decir, en primer lugar, su alcance y desarrollo histórico. En esta etapa se trata de vericar el origen,
desarrollo, evolución y emisión de las medidas de legalidad y excepción. En segundo lugar, su alcance jurídico,
es decir, su vigencia desde la concepción lógica y sistemática del derecho, que incluye su proceso de emisión y
relación con el alcance constitucional, penal e histórico del momento en que fueron emitidas. En tercer lugar,
su alcance teleológico, es decir, la nalidad para la cual fueron concebidas y si, de acuerdo con tal estado del
momento, resultaban o no legítimas para la sociedad y para la ejecución material de la legalidad penal3.

Desde entonces, estos dos sistemas, el penal y el constitucional, se complementan y desarrollan una
protección que debe ser efectiva hacia el ciudadano desde el debido proceso y, sobre todo, desde la legalidad
penal, por razón de sus límites de ejercicio. Sin embargo, para el período analizado, esta función, afectó el
Estado de derecho y su legitimidad debido a los factores de excepción que serán analizados. Los factores de
legalidad impresos en estas prácticas reales de excepción permitieron un sistema jurídico que no siempre fue
adecuado, de allí que sea de suma importancia para la comunidad en general conocer que nuestro sistema
legal, en materia penal, siempre estuvo cerca de contravenir normas internacionales de derechos humanos y
del Estado de derecho.

El riesgo lo constituye que ese culto a la legalidad, heredado de las costumbres judiciales nacionales, se
aparte de las nociones antropocéntricas que ahora devienen en la Constitución de 1991. Se pudo establecer
que esta realidad jurídica, que tal vez escapaba a cualquier análisis de su tiempo en el campo de las autoridades
judiciales, se permitía debido a la ausencia del sistema de controles jurídicos desde el terreno material en el
que nos encontrábamos expuestos en ese tiempo (1948-1962). Es decir, el ciudadano se encontraba frente
a factores frágiles bajo el marco de la Constitución de 1886, propio de un esquema legal débil y un sistema
Constitucional ajeno a la realidad legal, que solo operaba con nes de lograr la seguridad y tranquilidad
pública a toda costa por encima de los derechos de los ciudadanos.

Desde entonces se revela una preocupación, sobre todo en el área penal, pero también constitucional y
de los derechos humanos por reconocer una realidad concerniente a la carencia de fundamento de muchas
de estas medidas, al acudir a mecanismos formales adoptados en perjuicio de las instituciones en materia
criminal. Esta línea que se va a tratar desde la legalidad penal, derechos humanos y sistema constitucional va
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a ser una constante y una necesidad susceptible de preocupación, justamente, porque solo pudo ser advertida 
por estas medidas de excepción. Este factor que se va a mantener hasta la actualidad con el nico límite de 
contención que, afortunadamente, fue propuesto por la Constitución de 1991. En términos especícos, lo 
anterior se revela en la afectación de la legalidad y el debido proceso, como principios que deenden los 
derechos de las personas sometidas a un proceso penal y también de los derechos de las víctimas actualmente. 

A continuación se examinará el origen de tales circunstancias, así como los factores jurídicos que se tuvieron 
en cuenta para reconocer el origen de esta problemática. Cabe seala que, a pesar de que no haber cesado, por 
lo menos las medidas actuales se adoptan en sentido positivo y no represivo, como parte de la evolución de la 
justicia en un Estado de derecho, y, sobre todo, en el Estado social comprendido en la Constitución de 1991.

Entre la legalidad formal y la excepcionalidad

La configuración de la legalidad penal en el origen del conflicto armado: medidas de
excepción y afectación de la legitimidad

En plena vigencia de la codicación penal de 1936 en Colombia, los hechos que causaron mayor agitación 
popular venían presentándose desde la década de 1930. En términos generales, se trataba de mltiples acciones 
populares de campesinos que respondían a los abusos de la propiedad privada. El gobierno de ese entonces 
promovió las primeras reformas constitucionales de tipo social, principalmente en la educación, el trabajo y 
la propiedad privada, las cuales trataron de encausar las demandas sociales. No obstante, el cumplimiento de 
dichas medidas tardó en cumplirse durante mucho tiempo, tanto así que para muchos la Ley 200 de 1936, 
que constituyó la primera normatividad de la reforma agraria en Colombia, no pudo implementarse en su 
totalidad, ni aun en la actualidad. Así, todo ello venía sembrando una crisis social que, con el devenir de la 
década de los aos 40, comenzaría a agudizarse, principalmente en el campo.

Además de las anteriores medidas, se suscitaron las primeras reformas penales durante la denominada 
Repblica Liberal en 1943, con una orientación mayor hacia la represión de ciertos delitos contra la propiedad 
mediante la supresión de subrogados penales y el endurecimiento de penas4. Estas medidas trataban de sofocar 
la crisis social y los primeros levantamientos de protesta social en Colombia. Se trató de la ley 4 de 1943, 
durante el segundo gobierno de Alfonso López Pumarejo. Las penas introducidas reprimían atentados contra 
la propiedad rural, especialmente por los conictos que ya se hacían ver en el campo5.

Esta primera modicación no causó serios inconvenientes al ámbito institucional, y puede armarse que se 
trataba de cauces normales de la legislación penal[6]. Empero, en el terreno penal, este tipo de actuaciones no 
se reejaban en la violencia interna del campo que tenía presupuestos paralelos de justicia de cada hacienda, 
pues la situación había generado el malestar de los conictos rurales de los aos 20, 30 y 40. Algunos de esos 
conictos se trataron de solucionar con la Ley 200 de 1936, aun cuando tuvo obstáculos en su ejecución.

En tal sentido, se pueden citar situaciones particulares como:

“[e]l hallazgo de matas prohibidas a los campesinos acarreaba sanciones penales en los calabozos de la hacienda, en las que se
usaba el cepo y la muñequera, dos instrumentos empleados para inmovilizar a los presos, lo cual se convertía en herramientas
de tortura”7.

El patrón de cada hacienda actuaba, además, como juez penal, imponiendo sanciones mediante el
mecanismo de enviar al campesino incriminado con una carta (cuyo contenido ignoraba) dirigida a las
autoridades, quienes al recibirla procedían penalmente contra el portador, como si el escrito del hacendado
fuera formalmente una sentencia penal8.

Así, con este ejemplo de inequidad judicial en el campo, algunos observadores notan, tal vez, el inicio del
periodo más oscuro de la legislación punitiva y la consecuente primera afectación grave de la legitimidad
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del sistema jurídico y, por ende, de las garantías de legalidad y enjuiciamiento penal9. Durante este periodo
se desata la violencia bipartidista que tuvo, entre otros escenarios, las zonas de recientes conictos agrarios
(década del 30), inuenciadas políticamente por los efímeros partidos socialistas de los años 20 del siglo
pasado; por ejemplo, el Partido Comunista, que había sido fundado en 1930; la Unión de Izquierda
Revolucionara (Unir), que estuvo activa entre 1933 y 1935, conducida por el dirigente popular Jorge Eliécer
Gaitán, entre otras10. Fals Borda, Guzmán y Umaña Luna, señalan que, durante los años 40, los días discurrían
bajo una gran tensión política y social con marcada tendencia a la anarquía, reejada en una creciente ola de
huelgas y paros solidarios que se extendieron por todo el país desde el mes de septiembre de 1946. De tal
suerte que el Ministerio de Trabajo debía conocer de más de 500 conictos colectivos11.

En efecto, posterior a este código, en los años 40 se puede comentar que toda esa situación se agudiza con
el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán el 9 de abril de 1948, líder liberal que representaba la esperanza popular,
ante los elementos de inequidad, sobre todo en el campo, que venían desde 1910. En consecuencia, el período
conocido como “La Violencia”, entre fuerzas políticas tradicionales en Colombia (Partido Liberal y Partido
Conservador), terminaría desembocando en la dictadura del General Gustavo Rojas Pinilla, entre 1953 a
195712.

Según Acevedo Carmona, para una gran mayoría de la población el asesinato de Gaitán y el levantamiento
popular que le siguió representaron una de las mayores frustraciones del país, pues se había creado una
expectativa de mejoramiento y de reforma social que implicaba un futuro promisorio. Sin embargo, el
señalado episodio constituyó uno de los actos de coyuntura de una crisis que venía desde los años treinta,
con el enfrentamiento entre las reformas sociales liberales y la oposición radical conservadora a su promoción
efectiva, la cual se revelaba con mayor intensidad en el ambiente político de la nación y en el Congreso de
la República13.

En este sentido, muchos expertos en diversas áreas coinciden en señalar que este hecho constituye el origen
del conicto armado en Colombia14, denominado como “la violencia (1948-1962) entre el Partido Liberal y
el Partido Conservador”15. Allí comenzaron precisamente las medidas de estado de sitio con la consecuente
afectación penal16. El historiador Herberth Braun, indicó algunos de los acontecimientos posteriores al
asesinato del líder político, de la siguiente forma:

“En las dos horas y media que siguieron al asesinato de Gaitán la actividad de la multitud se diversicó y se intensicó. Al
otro lado de la calle donde había caído Gaitán fue ocupada la asamblea de Cundinamarca. donde los liberales y los gaitanistas
tenían mayoría. A las dos de la tarde la escena parecía un desle con papel picado mientras los amotinados saqueaban archivos
y escritorios. Papel, máquinas y muebles fueron lanzados a la calle. Se apoderaron de tranvías y de automóviles privados. los
llenaron con los bienes de la gobernación y les pusieron fuego”17.

Con estos episodios de violencia política que venían de tiempo atrás, los principales fenómenos de crisis
social se agudizaron y las medidas de excepción poco ayudaron a sofocar los serios disturbios políticos
presentados frente a los cuales los instrumentos penales carecían de efectividad, lo que dio paso a la excepción
punitiva. Es por ello que conviene analizar el contenido jurídico de las medidas de excepción y sus efectos en
materia penal a continuación.

Medidas penales de excepción en el inicio de la época de La Violencia

Respecto de los asuntos penales, los actos derivados de la situación de Estado de Excepción desatada desde
194818, que tuvieren como causa delitos contra el Régimen Constitucional (Rebelión)19, se desarrollaban
bajo la competencia de la justicia militar y los demás en el terreno de la interpretación de la jurisdicción
ordinaria20. En el texto La violencia en Colombia, los autores destacan el siguiente relato sobre el escalamiento
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del conicto que se presentaba en aquel tiempo. Así, seleccionamos algunos testimonios escritos de nuestro
archivo particular:

“A partir del año de 1949 la tremenda ola de barbarie que azotó esta región se estrelló contra la integridad de las personas
prevalidos sus autores del amparo que las autoridades satélites del régimen de turno les brindaban. A partir de aquel año se
cometió toda clase de fechorías, robos, incendios y asesinatos haciendo la vida imposible en aquel municipio. Las veredas y
los campos quedaron arrasados y regados por centenares de cadáveres cuyas viudas y huérfanos no encontraron justicia. En
un solo sector del municipio son sacricados 82 varones adultos, una mujer y cuatro menores de edad”21.

Lo interesante es que, para este momento, se desarrolló la posibilidad de que la justicia militar pueda juzgar
las conductas de civiles que denoten atentados contra el régimen Constitucional desde los hechos del 9 de
abril. Para tal efecto, vale citar un asunto de colisión de competencias, avocado por la Sala Penal de la Corte
Suprema de Justicia por hechos relacionados con un delito de homicidio en conexidad con las conductas
de saqueo, robo, rebelión y asonada cometidos el 10 de abril en la población de San Vicente (Santander)22.
En este caso, la Sala penal dispuso que el homicidio no era conexo con el saqueo, rebelión y asonada que
constituyeron los atentados contra el Régimen Constitucional; que esto no se relacionaba con los hechos del
9 de abril y, por lo tanto, no debían ser conocidos por la justicia militar. Finalmente, la autoridad encargada
del juzgamiento de tales hechos en los decretos de Estado de sitio, emitidos en tales acontecimientos, señaló
que el homicidio debía ser conocido por la jurisdicción penal ordinaria23.

Por otro lado, es importante señalar que las medidas de excepción representaban asuntos de tipo
constitucional24 y tendían hacia la permanencia de los decretos especiales dictados en tal virtud. Esto,
funcionaba en dos sentidos; por una parte, bajo condiciones de inhibición por la sala plena de ese entonces o
por declaratorias de exequibilidad de normas que facultaban a la justicia militar para juzgar a particulares25.
Sobre esto, es de destacar la decisión de sala plena de la Corte Suprema de Justicia de 10 de agosto de 1948,
mediante la cual se decidió la exequibilidad de los decretos legislativos 1285 de 21 de abril y 1406 de 30 de
abril de 1948, expedidos en virtud de los acontecimientos del 9 de abril, de conformidad con el artículo 121
de la Constitución de 188626.

En estas disposiciones se denieron dos categorías de delitos que pueden ser conocidos por la justicia militar
en razón del Estado de sitio. Por un lado están los delitos simples contra el régimen constitucional, la seguridad
exterior, entre otros, y, por el otro, están los delitos complejos, los que además de delitos simples como el
saqueo, la asonada o la rebelión sean conexos con otros delitos comunes como el homicidio, lesiones, etc. En
este sentido la sentencia reiteró los efectos del artículo 7.º numerales c), d) y 22 de la ley 3.ª de 1945, por los
delitos mencionados anteriormente27. Los mismos implicaban que aquellos hechos punibles, cometidos por
los particulares en razón de un Estado de guerra, conicto armado o de turbación del orden público y que
tuvieren origen en tal situación, podían ser sometidos a los Consejos de Guerra Verbales. La Corte Suprema
de Justicia determinó que los mencionados decretos eran exequibles por cuanto las normas referidas creaban
la competencia y determinaban los delitos con anterioridad a las normas decretadas, debido al Estado de Sitio
y por lo tanto no vulneraban el orden jurídico, ni se trataba de legislación ex post facto28.

En estos casos, la Corte Suprema de Justicia consideraba que así se salvaguardaban garantías por estar
reguladas en las normas de excepción, lo que afectaba, sin duda, el principio de legalidad penal ordinario.
Sobre este aspecto se puede profundizar en varias decisiones29. Por ejemplo, la decisión de la sala plena de
la Corte Suprema de Justicia sobre una demanda presentada en contra del Decreto 163 de 21 de enero de
1948, expedido en virtud de los actos de turbación del orden público conforme al art. 121 de la Carta de
1886. En este caso, no solamente se hace un recuento del Estado de Sitio desde 1828 hasta 1948, sino que la
Corte se declaró inhibida para declarar constitucional o inconstitucional la norma demandada, toda vez que
el decreto fue dejado sin efectos por otros actos posteriores como los decretos 1239 y 1259 de 10 y 16 de abril
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de 1948. Mediante estos se declaró turbado todo el territorio, en razón de los actos del 9 de abril; y más tarde
se estableció la censura de radio y prensa aplicable a todo el país mediante el decreto 1271 de 18 de abril30.

Ahora, es importante destacar que, frente a la violencia en el campo, el informe de memoria histórica de
2014 subraya que el período de violencia bipartidista fue algo más que la venganza de los terratenientes. Por
un lado, los mismos no podían tener control sobre la tierra y, por el otro, se manifestaban los abusos por parte
de estos con los campesinos que no tenían otra alternativa que ocupar los latifundios31.

A la par del problema en el campo, también se manifestó una crisis profunda del Estado y de sus
instituciones, producida por diversas causas, múltiples objetivos y direcciones; lo que cuenta además con la
participación de variados actores y grupos sociales. En ese sentido, “la violencia ejercida contra campesinos
que aspiraban a cambiar sus condiciones de trabajo o a convertirse en propietarios de tierra sería una entre las
distintas violencias que se manifestaron en el periodo”32.

De la Violencia a la dictadura y vuelta a la democracia

Factores asociados a la excepcionalidad penal en la Dictadura y el restablecimiento de la
democracia: década de los 50

Adicionalmente a lo ya enunciado anteriormente, en los años 50 se produjeron varios acontecimientos
importantes. Así, luego del retiro de las elecciones a raíz del asesinato del candidato liberal Jorge Eliécer
Gaitán, resultó electo el candidato conservador Laureano Gómez para el mandato comprendido entre
1950-1954. No obstante, éste no pudo ser cumplido ya que el periodo presidencial se vio interrumpido por
el golpe militar del 13 de junio de 195333. Es de destacar que hasta esa fecha el gobierno de Laureano Gómez
fue un gobierno restrictivo34. Durante su mandato, por ejemplo, presentó un proyecto de Constitución en
1950, el cual tenía agudas represiones a las libertades individuales35.

De igual forma, en materia penal, en virtud del estado de sitio y cerrado el Congreso, expidió el Decreto 957
de 1950 que aumentó en una tercera parte las penas contra el régimen constitucional y la seguridad interior
del Estado, los de asociación e instigación para delinquir y de apología del delito36. Un hecho que también
llamó la atención fue la criminalización del uso de radiodifusoras sin los permisos del Ministerio de Correos
y Telégrafos, toda vez que en el parágrafo de la norma se señaló la represión de los demás delitos que llegaren
a cometerse37.

Ese acontecimiento en particular fue muestra fehaciente de las amenazas al Estado de derecho, como lo
señalan algunos38, e implicó que un régimen con motivaciones de restauración del orden conllevara a una
dictadura en 1953. Esto, debido al descontento ante el supuesto gobierno democrático de 1950 a 195339.
En el fondo se trataba de medidas muy fuertes como consecuencia de la violencia desatada por El Bogotazo,
pero también de medidas para reprimir la protesta social de los gobiernos posteriores40. Todo esto desconocía
abiertamente la constitucionalidad y el alcance del Estado de sitio, sobre todo porque anulaba el respeto a la
libertad e igualdad consagrado en las reglas aceptadas en un canon constitucional41.

Sobre la legitimidad de las medidas estatales o defensa de tales disposiciones no aparecen antecedentes
ociales más que la literalidad de su expedición42. Así, se reitera otro atentado contra la legalidad penal,
en especial porque esta concepción (que repercute en la noción de legitimidad)43, por primigenia que
fuese, obligaba por lo menos a conciliar la libertad, la igualdad real y participación como expresión de un
Estado democrático de derecho44. De esta forma, si se suspendían garantías, debían ajustarse siquiera a los
mínimos derechos de la Carta de 1886. Por supuesto, no se hizo ningún esfuerzo al respecto y menos en la



Rafael A. Prieto-Sanjuán, Jaime A. Sandoval-Mesa. Medidas de excepción previas a la justicia de transición ...

elaboración de estas reformas penales que incluso, para ese momento, parecían encontrarse fuera de los cauces 
constitucionales de 188645.

A partir del período en discusión (1948-1962) hasta la actualidad, es preciso observar el fenómeno de la 
legalidad penal y los problemas asociados a la legitimidad, ambos afectados por las medidas de excepción. 
Sobre este punto, hay que tener en cuenta que tanto legalidad como legitimidad son conceptos paralelos. Sin 
embargo, la legitimidad, segn Legaz y Lacambra, también posee un sentido fundamental que alude a los 
principios de justicación del derecho como punto de vista sobre la justicia46.

Lo anterior debido a que, a partir de estos acontecimientos, las dos situaciones van a ir por caminos 
separados, cada una con sus propias consecuencias, sin tener en cuenta que la legitimidad convalidaba el 
sistema penal y viceversa; en otras palabras, la legalidad penal permitía armar la legitimidad del Estado47. 
Esto tampoco se tuvo en cuenta para los efectos mencionados. Adicionalmente, las causas estructurales en el 
Estado imponían un período de crisis generador de violencia, bajo un gobierno que, para ese momento, era 
incapaz de resolver los conictos a través de la conciliación y la legalidad para retornar al consenso político 
legitimador48.

Ahora bien, pese a que algunas de las medidas tuvieron un enfoque social49, el régimen militar creó 
la justicia sumaria de excepción, mediante el decreto legislativo 54 de 1954, que hacía responsable de la 
misma al Servicio de Inteligencia Colombiano (SIC), cuyo propósito era perseguir a los enemigos del
sistema, principalmente a líderes y activistas de izquierda50. Sin lugar a duda, el Gobierno de facto desconocía 
la Constitución, lo cual permite armar que tales medidas eran ilegales y al mismo tiempo ilegítimas51. 
Nuevamente, se hacía caso omiso en este período del hecho que el sistema penal se encontraba gravemente 
afectado en su vigencia misma.

Posteriormente, cabe recordar que en los aos 60 surgieron los 2 grupos guerrilleros más importantes de 
Colombia (el ELN y las FARC)52 que siguen vigentes en la actualidad, abstracción hecha de ciertas disidencias
o sectores que han dado el paso a la civilidad. Es importante recordar que estos grupos se originaron,
precisamente, como consecuencia de movimientos sociales y grupos armados campesinos de autodefensa
que habían luchado contra el régimen conservador y la dictadura militar durante La Violencia, quienes
evidentemente desconaban del nuevo régimen53.

Desde luego, se trataba de otra sucesión de acontecimientos que implicaban la caída de la dictadura en
1957, el gobierno provisional de la junta militar de 195854 y la instauración del denominado Frente Nacional
(1958-1974), a partir del plebiscito del 1.º de diciembre de 1957 que estableció la alternancia del poder de
los dos partidos tradicionales para su ejercicio en todos los ámbitos estatales55.

Es así como, en forma paralela y frente a tales sucesos, se expide la Ley 5.ª de 1960, aprobatoria de los 4
convenios de Ginebra de 1949 y, aunque no se observan trámites especiales para su entrada en vigor, este
ejercicio podría dar lugar al primer ejemplo de normatividad internacional que se ocupara de escenarios
de conicto interno56. Esta legislación evidencia formas paralelas a la justicia penal vigente (Código Penal
de 1936), aunque no tenía mayor signicación su consagración en ese momento, dado que no se expresan
situaciones o mecanismos especícos destinados a la aplicación de instrumentos internacionales en el orden
jurídico nacional.

Sin embargo, en este escenario de legalidad penal y excepción, no hay que olvidar que el momento en el cual
se ejecutaron tales normas, se presentaban situaciones relevantes para el desarrollo del conicto durante los
años 50 y 60 en Colombia, que tuvieron lugar con las restricciones del sistema político nacional, así como del
cierre de los espacios democráticos. Desde el factor de legitimidad constitucional, esto impidió la formación
de nuevos partidos o de terceras fuerzas que le permitiesen a la oposición expresarse por la vía democrática57.
Lo anterior, arma María Teresa Uribe, indujo al uso de las armas, a la insurgencia o a la violencia como forma
de resistencia58.
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Así, desde los años 70 y 80 se evidencia un sistema penal insuciente frente a un problema de conicto
armado que ya empezaba a escalar en su intensidad y afectarse por otros fenómenos de violencia que
comenzaban a presentarse59.

Los desarrollos posteriores influenciados por el período de La Violencia y la vigencia del
Código Penal de 1936

Los hechos ocurridos a partir del período de La Violencia (1948-1962) y la dictadura de Rojas Pinilla
(1953-1957) se repiten durante el Frente Nacional (entre 1958-1974), para continuar con sus efectos en
la gura de la justicia de excepción generadora de afectaciones al principio de legalidad, especícamente,
en violaciones contra la autonomía personal60. A manera de ejemplo se pueden mencionar los decretos
legislativos 4.º de 1960 y 7.º de 1961, que les asignaron competencias a los tribunales militares para realizar
juicios sumarios para juzgar a civiles. Es decir, la legalidad procesal se afectaba junto con el debido proceso que
encarna la garantía judicial y que la propia Constitución de 1886 incluía en los derechos y garantías sociales
(Título III Arts. 20, 23, 24, 26, 27 y 28 Constitución Política de Colombia de 188661). En ellos, la policía
y los militares tenían autoridad para detener a los sospechosos sin orden judicial previa, lo cual produjo un
sinnúmero de abusos asociados al conicto62.

Siguiendo este orden, se puede armar que los gobiernos del Frente Nacional (1958-1974) instauraron
una democracia limitada, pues, como se mencionó antes, el acuerdo implicaba que solo gobernarían los dos
partidos tradicionales (Liberal-Conservador), con alternancia del poder cada 4 años. Además, todo esto
tenía la intención de sofocar la violencia de los recientes grupos subversivos originados en aquel entonces
(FARC, ELN y M19, 1962-1970)63. Para llevar a cabo esta empresa, utilizaban la justicia de excepción que
buscaba consolidar el poder de la coalición conservadora y liberal. La consecuencia fue una discutida noción
de legitimidad, un desconocimiento de las garantías, de los principios democráticos de participación, y más
aún, del Código Penal de 193664.

Resulta fácil de inferir que, todo lo anterior favoreció la inestabilidad penal que se entroniza con mayor
vigor en el derecho nacional de la época. Lo interesante es que, incluso para ese periodo, se tenían fundamentos
claramente denidos en torno a la consideración del derecho penal del Estado de derecho, pasando por la
concepción del principio de legalidad penal, hasta la conguración del delito, la determinación de la pena y
el procedimiento para la jación de ésta65. No obstante, la noción critica de su legitimidad no se discutía en
ese entonces, mientras que el tratamiento jurídico de las guras analizadas se remite a determinar el alcance
de la ley penal.

En efecto, la tendencia ecléctica del código de aquel entonces, en la orientación de la escuela denominada
política criminal, implicaba una discusión —todavía en desarrollo— sobre la conformación dogmática de
la ley penal. Con esto, los eventos de violencia que se cernían en el país escapaban de su consideración
de protección y defensa social como había sido concebido66, más aun frente a los principios penales. En
este sentido, llama la atención que ya se presentaban discusiones en torno a la rmeza del principio de
legalidad, pues sus fundamentos se concebían, en alguna medida, como inamovibles, incluso para algunos se
consideraban acabados, tal y como lo denunciaba Romero Soto en 196967. Lo anterior porque, desde el plano
teórico, el principio de legalidad se consideraba como un pilar fundamental del sistema penal, aunque desde
la actuación del ejecutivo este factor ya comenzaba a ser afectado. Lo importante es tener en cuenta que se le
consideraba barrera infranqueable e ineludible de seguridad penal desde entonces68.

Todo esto era formalmente suciente para la jurisdicción de aquel entonces, así se permitiera la convivencia
del sistema penal con un sinnúmero de medidas de Estado de Excepción que, en muchos casos, eran arbitrarias
a todas luces. La superación de este período tardó mucho tiempo, tal vez hasta después de 1982, e incluso
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después de la consagración de un sistema constitucional de garantías encarnado en la Constitución de 1991. 
Empero, al conocer las raíces de la afectación penal durante este período se puede evidenciar las difíciles 
condiciones en que la justicia penal tuvo que erigirse para consolidar en la actualidad una necesidad creciente 
de atender los contenidos materiales de la legalidad como fundamento de la legitimidad del Estado y, sobre 
todo, de la justicia material. Tales fundamentos pueden ser considerados como los elementos que aseguraban 
las garantías judiciales durante el período analizado, y que hoy no tienen discusión sobre su necesidad de 
respeto y protección.

Conclusiones

Desde la década de 1930, y especialmente durante los aos 40, el Código Penal y las garantías judiciales fueron 
insucientes para contener las demandas que aparecían detrás de las diversas protestas sociales tanto pacícas 
como aquellas que hicieron uso de la violencia. El contexto social fue superior a las posibilidades judiciales 
de retener la inmensa demanda de la sociedad, lo que desencadenó un periodo de anarquía que parece ser 
contenido en virtud de una dictadura militar. No obstante, esta dictadura tampoco fue suciente frente a los 
poderes pblicos y también cede frente a las demandas de excepción penal.

En este contexto la excepcionalidad del estado de sitio en perjuicio de las competencias judiciales y la 
aplicación de la justicia militar a civiles constituye uno de los factores de la vulneración de las garantías 
judiciales. Así mismo, la legislación de tipologías penales en estas medidas también sacrica la legalidad del 
código de 1936.

Como se manifestó en principio, las medidas del Estado de sitio en Colombia en el inicio de 1948 
buscaban contener las diversas formas de violencia en el país bajo asuntos que apuntaban a dejar toda la 
responsabilidad en la justicia castrense, así tuvieren un mínimo nexo con delitos comunes y delitos contra 
el régimen constitucional. En este período, las formas de la justicia castrense parecían adecuadas para un 
Estado que se enfrentaba a una profunda crisis de anarquía institucional. Sobre todo, de legalidad formal que 
prevaleció sobre la materialidad de las medidas que se disponían para grandes campos desolados, donde la 
autoridad tenía, de lejos, una baja legitimidad.

Frente a los acontecimientos a partir de 1950 hasta 1962 se presentaron muchas medidas lesivas del Estado 
de derecho y de la legitimidad penal. Más aun, se presentó un régimen de democracia formal con innidad de 
medidas de represión que ocasionaron un golpe de Estado militar (1953-1957). En este régimen también se 
adoptaron medidas de excepción que afectaban la Constitución misma.

Durante los gobiernos posteriores que fundaron un régimen denominado el Frente Nacional (1958-1974) 
bajo medidas de democracia limitada y alternancia del poder por los dos partidos tradicionales (Liberal y 
Conservador) cada cuatro aos, también se repite la costumbre de las medidas de excepción, an más frente 
al surgimiento de los grupos subversivos en Colombia (FARC, ELN y M19). En denitiva, es posible que 
muchos de estos acontecimientos ya no sean susceptibles de ser investigados o juzgados, pero sí revelan que 
no había consistencia en la estabilidad de las instituciones punitivas, dada la excepción mencionada.

De lo anterior se puede armar que no puede hablarse de solidez en los principios penales, toda vez que 
se introducían elementos que afectaban la legitimidad, no del derecho penal, sino del Estado mismo frente 
a cada fenómeno de violencia durante este tiempo. Sin embargo, en que en la actualidad pueda reconocerse 
que el Estado colombiano tuvo que afrontar estos períodos de indiscutibles amenazas al Estado de derecho, 
se deduce que no se puede sacricar la justicia material con normas de legalidad formal en materia penal, pues 
se afectan los contenidos materiales de la justicia y las garantías judiciales para el ciudadano.

De igual forma, se pudo vericar que, no obstante, el hecho de que las medidas adoptadas durante el 
periodo bajo examen (1948-1962) resultaran lesivas de la propia legalidad y del Estado de Derecho, aun así,
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los elementos del derecho vigente las consideraban apropiadas incluso a nivel legal, es decir, consideraban
legítimo su ejercicio.

Esta costumbre del ejecutivo y de las autoridades judiciales se presentó debido a la insuciencia del derecho
y del Estado del momento. En muchos casos no se tenía en cuenta el papel del derecho en el ciudadano, sino
que su consagración formal era suciente para administrar justicia. De allí que para muchos este origen de
excepción, al nal, propició que el cambio constitucional de 1991 sirviera de base para evitar estas prácticas
que a n de cuentas le restaron legitimidad al Estado durante el tiempo que se mantuvieron vigentes.

El hecho resulta patente en la medida en que incluso algunas produjeron medidas que se tradujeron en
nuevos delitos, que en muchos casos quedaron en la impunidad, y tan sólo hasta ahora su preocupación
implica reconocer las dicultades de su juzgamiento. Simplemente quedarán como aporte de memoria
histórica desde la garantía de no repetición que, aun cuando puede que sólo tenga un alcance simbólico, tiene
por lo menos el soporte de los procesos transicionales actuales, tanto en el foro de la ley 975 de 2005 como
en el proceso de paz actual con las FARC (Acuerdo de paz de 24 de noviembre de 2016). En este terreno, la
memoria histórica jurídica todavía puede ser reconstruida.
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nivel más crítico en el periodo conocido como La Violencia, que comprende desde 1946 hasta 1958. Aunque la violencia



Rafael A. Prieto-Sanjuán, Jaime A. Sandoval-Mesa. Medidas de excepción previas a la justicia de transición ...
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41 Aunque más adelante se va a tratar el tema a profundidad, Según del Hierro, los factores mencionados de igualdad,

participación y libertad son, en principio, los que otorgan legitimidad a un orden social y, a la vez, dicho orden resulta
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aliados a uno de los dos partidos tradicionales, aunque la Constitución ordenaba que los uniformados debían ser
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Universidad, Ciencia y Desarrollo, n.° 9, 1-7 (2006).
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Universidad Javeriana, 2010).
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desde su formación contó con el apoyo de la antigua Unión Soviética; mientras que el ELN recibió ayuda de la Revolución
Cubana, principalmente durante el período de la Guerra Fría. Se menciona que durante este periodo “La Habana” ayudó
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Industria del Secuestro en Colombia ¿un negocio que nos concierne?, 21 (Editorial Pax Christi Holanda, 2002).
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Frente Nacional, Guillermo León Valencia (1962-1966), para luego conformar lo que sería la semilla de las FARC.
Manuel Iturralde, op. cit., 62.

54 El 10 de mayo de 1957 el General Rojas Pinilla se apartó del poder y se marchó al exilio. En su lugar se conformó la
Junta Militar Provisional, precedida por el Mayor General Gabriel Paris Gordillo, el Mayor General Deogracias Fonseca
Espinosa, el Contralmirante Rubén Piedrahita Arango, el Brigadier General Rafael Navas Pardo y el Brigadier General
Luis E. Ordóñez Castillo. Durante este régimen se expidió el Decreto 236 de 1957, que modicó el delito de fuga de
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Jorge Restrepo Fontalvo, op. cit., 123.

55 Uno de los documentos interesantes sobre la creación del Frente Nacional se tejió en Benidorm, el viernes 20 de julio
de 1956, en el sitio denominado el Peñón de Ifach (Cataluña, España). Según las memorias de Camilo Vasquez-Cobo
Carrizosa, en uno de los apartes el mencionado testigo presencial de los acuerdos logrados se reere al encuentro
que sostuvo el Dr. Gómez, al comentar lo siguiente: “Por la tarde en mi entrevista de hoy a la cual asistía la hija
del Expresidente, quien debe recordarla muy bien, el Dr. Gómez me habló sobre posibilidades en caso de caída de la
Dictadura. ‘Tenemos el compromiso de los liberales… El candidato conservador’. La respuesta del Dr. Gómez volvió a
contemplar la caída de Rojas y su reemplazo. Es un tema que nos ha planteado varias veces comenzando con la pregunta:
‘Cómo puede caerse Rojas’. –Pero hoy llevó la divagación más allá de suponer que la caída se produjese por acción de
los partidos y de los militares… ‘que queda, ¿que sigue…?’ De la Constituyente ni hablar. Supuso entonces el Dr. Gómez
que las circunstancias no darían margen sino para que una junta se encargase transitoriamente del gobierno”. Camilo
Vásquez-Cobo Carrizosa, El Frente Nacional su origen y Desarrollo, 154-155 (Carvajal, 1960).
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57 La autora señala que esta exclusión social no se agotaba en los marcos de la política, sino que, a su vez, se presentaba en
formas que afectaban a las etnias dominadas que tenían que ver, de manera muy contundente, con las asimetrías en las
relaciones institucionales de las regiones y las localidades con el centro administrativo del Estado. Maria Teresa Uribe de
Hincapié, Las promesas incumplidas de la democracia participativa, Seminario de Evaluación, en 1991-2001, diez años
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59 Según María Teresa Uribe, el centralismo daría lugar a muchos de los conictos bélicos posteriores (años 70 y 80), al
dejar territorios y pueblos sin presencia institucional de la fuerza pública, y al margen de los programas de desarrollo y
bienestar social. Íd.,146.

60 Manuel Iturralde, op. cit., 60.
61 Luis Carlos Sáchica, Constitución Política de Colombia. Consultada y Concordada, 38-51 (3.ª ed., 1990).
62 Íd., 60.
63 Eduard Vinyamata I Camp & Farid Samir Benavides Vanegas, op. cit., 20. En el mismo sentido, ver Marianne Moor &

Liduine Zumpolle, op. cit., 21.
64 Manuel Iturralde, op. cit., 62. Así, se podría armar que los problemas actuales de esta relación entre legitimidad y

legalidad penal ocuparon desde entonces a tres codicaciones penales, es decir, el Estatuto del 36 citado, el decreto ley
100 de 1980 y el código actual de 2000 (ley 599).

65 1 Luis Enrique Romero Soto, Derecho Penal. Parte General, 38 y 178 (Editorial Temis, 1969).
66 Todavía a nales de los sesenta, Romero Soto denía el Código de 1936 de la siguiente forma: “Si de la escuela positiva

toma la defensa social como criterio básico, lo templa con el concepto de equidad, profundamente clásico. Si de aquella
presta la denominación de sanciones, vuelve en cambio el rostro al clasicismo al dividirlas en penas, término que rechaza
el positivismo y medidas de seguridad con la cuales se denomina esta última escuela. Se declara la actividad sicofísica
como fundamento de la imputabilidad, pero al mismo tiempo se declara no culpables a los que han obrado a quienes
actúen bajo error, coacción o sugestión hipnótica, etc. También ja límites máximo y mínimo de las penas (Dosimetría
penal)”. En general se puede entender para ese tiempo de Política Criminal como tesis intermedia. Luis Enrique Romero
Soto, op. cit., 172 y 173.

67 Luis Enrique Romero Soto, op. cit., 178.
68 En suma, de los principios enunciados se analizan las consecuencias como la prohibición de retroactividad de la ley penal,

la prohibición de la analogía, la inadmisibilidad de la costumbre como fuente de derecho penal y la imposibilidad de que
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